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La Ley General de Sanidad contiene un catálo-
go de derechos en su artículo 103 y de debe-
res en el artículo 114 ejercitables por los posi-

bles usuarios. Ahora bien, dicho
catálogo no determina en la mayo-
ría de los casos las obligaciones de
los profesionales sanitarios y sobre
todo de aquellas cuyo incumpli-
miento genere responsabilidad
civil.

La actuación negligente del
veterinario clínico que genere
daños y/o perjuicios puede deri-
var a una responsabilidad civil o a
una conducta criminal reprocha-
ble regida por el Código Penal. Las
reclamaciones de los clientes pro-
pietarios de los animales tratados
por los veterinarios, frecuentemen-
te suelen realizarse por vía extra-
judicial. La Gráfica 1 representa los

principales conductos de reclamación de los clien-
tes propietarios de los animales tratados.

La relación profesional entre el veterinario y la
persona que requiere sus servicios puede ser con-
siderada genéricamente en varios planos:

a) tratamientos facultativos veterinarios llevados
a cabo en colectivos en los que prima el valor del
conjunto sobre el animal individualmente, caracte-
rísticos de la clínica de campo.

b) tratamientos que se aplican a animales de gran
valor individual, sea éste económico, sentimental,
ecológico, genético, etc. en el ámbito de las “clíni-
cas de grandes animales’ y de “pequeños animales”.

En el presente artículo analizaremos la respon-
sabilidad civil del veterinario ante las reclamacio-
nes realizadas por los propietarios de los anima-

les por la práctica del ejercicio
clínico.

Requisitos para declarar la
responsabilidad civil del veterinario
clínico

En materia de responsabilidad
civil sanitaria, para que una inade-
cuada actuación veterinaria clíni-
ca derive en la obligación de
indemnizar daños y/o perjuicios a
cargo del infractor a favor de quién
reclama tal indemnización, la
jurisprudencia emanada de los Tri-
bunales exige la concurrencia de
tres requisitos y debiendo el recla-
mante probar: 
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La responsabilidad civil implica el deber u
obligación de indemnizar a quienes se

hayan visto perjudicados o dañados por
una acción u omisión negligente pero que

no revista ningún carácter delictivo
recogido en nuestro Código Penal
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1. La producción de un daño o perjuicio y su
cuantificación.

2. La acción u omisión de la negligente actua-
ción profesional del veterinario contra quién ha
emprendido la reclamación de responsabilidad.

3. La existencia de un nexo causal entre el daño
y/o perjuicio sufrido y la negligencia cometida por
el veterinario.

Si estos tres requisitos concurren, el veterina-
rio clínico que haya realizado la acción dañina debe
de indemnizar o resarcir a quién la sufrió, como
consecuencia del negligente actuar. 

Vamos a describir someramente los tres aspec-
tos citados anteriormente:

1. La producción de un daño o perjuicio y su
cuantificación.

Si no existe daño y/o perjuicio por la actuación
del veterinario, carece de sentido la acción de soli-
citar la responsabilidad civil compensatoria. 

Para indemnizar al propietario de un animal,
éste tiene que probar que los daños y/o perjuicios
se han producido durante la actuación veterinaria
(STS 18 de Octubre de 1.979). Si no son probados,
no puede condenarse el hecho
según recoge la Sentencia de
la Sala Primera del Tribunal
Supremo de 23 de enero de
1986 (SSTS 24 de octubre de
1986; 22 de diciembre de
1995, 5 de marzo de 1992, 22
de abril de 1991, 22 de junio
de 1989 y 3 de julio de 1986). 

Una actuación negligente
veterinaria puede producir
daños materiales y/o daños
morales. Ambos deben ser
valorados mediante informes
clínicos donde se contemplen
la gravedad, extensión en el
tiempo, posibilidades de recu-
peración, etc. 

Los daños materiales como
la muerte de animales de pro-
ducción o de abasto por negli-

gencia del facultativo, repercu-
ten en el patrimonio del pro-
pietario de los mismos y son
susceptibles de evaluación
patrimonial. El daño moral está
relacionado con el área afecti-
va del propietario siendo muy
dificultoso su probanza así
como su cuantificación econó-
mica. Los Tribunales de Justi-
cia (SSTS 3 de junio 1991 y STS
27 de Julio de 1994) conside-
ran que aunque no se puedan
probar de forma directa los
daños morales, no se puede
supeditar ni impedir su valo-
ración y acogida por los Tribu-

nales de Justicia. 

2. La acción u omisión de la negligente actua-
ción profesional del veterinario contra quién ha
emprendido la reclamación de responsabilidad.

La jurisprudencia constante de la Sala Primera
del Tribunal Supremo considera que la responsabi-
lidad del veterinario procede de una actuación u
omisión negligente (artículo 1101 del Código Civil),
es decir es una obligación de medios pero no de
resultados. La STS de 23 de septiembre de 1.996
(Resolución 728/1996), entre otras, señala que el
profesional sanitario no contrae el deber de cura-
ción del enfermo, como si fuera algo a su alcance,
sino la obligación de procurar, sin omisiones, fisu-
ras ni justificaciones sin causa, aplicar todos los
medios que el avance de la medicina pone a su
alcance para la mejora de la salud.

Normalmente, el profesional veterinario estable-
ce con el propietario del animal un arrendamiento
de servicios y en algunas ocasiones, de obra. El pri-
mero, no implica un resultado como la curación
del animal sino que el veterinario se compromete
a poner en práctica sus conocimientos para conse-

Gráfica 1: Conductos de reclamación. Toril (2006)
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guir la consecución del objeto contractual, por
tanto, el profesional tendrá libertad para elegir el
tratamiento que considere más adecuado y para ello
debe contar con la confianza del cliente y dueño
del animal.

Excepcionalmente, el veterinario se comprome-
te a conseguir un resultado previamente pactado
entre las partes. Este contrato es una especie de
“locatio operis” o contrato de obra que implica una
responsabilidad que podrá derivarse para el profe-
sional por el incumplimiento, dado que sí existe un
objeto que deberá cumplirse necesariamente para
que el contrato se entienda perfeccionado. Pode-
mos citar como ejemplo, la intervención de cirugía
plástica del pabellón auricular practicada en algu-
nas ocasiones, cada vez menos, a perros de la raza
Boxer o Doberman por nombrar alguna.

La sentencia de la Audiencia Provincial de Cór-
doba, de 11 de junio de 1999 pone de manifiesto
la mayor intensidad que reviste la obligación de
informar al cliente-no paciente tanto del riesgo de
la intervención como que la misma no comporte el
resultado deseado, sobre la base de que la denomi-
nada cirugía satisfactiva, en que concurre la pres-
tación en sí misma con la “locatio operis”, conlle-
va en sí el cumplimiento exacto del contrato.

A la vez, la misma sentencia fija unas condicio-
nes mínimas para satisfacer la exigencia de infor-
mación, puestas preferentemente por escrito o al
menos expresadas verbalmente en todos sus por-
menores:

a) el pronóstico y tratamiento quirúrgico.
b) la posibilidad de complicaciones operatorias,

con el porcentaje estimado
c) las posibles recaídas o degeneraciones evolu-

tivas
d) el riesgo de muerte del animal
La ovariohisterectomía en gata

es una situación intermedia entre
el arrendamiento de servicios y el
de obra. El propietario de la gata
solicita los conocimientos de un
veterinario para realizar una pres-
tación de servicios pero se obliga
a un resultado. El animal no nece-
sita una curación aunque la inter-
vención quirúrgica, en este caso,
supone una mejora en el compor-
tamiento del animal en el domici-
lio por la pérdida del celo. La Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 11
de febrero de 1997, considera que
este tipo de situaciones “propicia
la exigencia de una mayor garan-
tía en la obtención el resultado que
se persigue, ya que, si así no suce-
diera, es obvio que el interesado
no acudiría al facultativo para la
obtención de la finalidad busca-
da”.

En el arrendamiento de obra, la
responsabilidad se derivará del

incumplimiento del objetivo contratado, mientras
que para que exista responsabilidad derivada del
arrendamiento de servicios deberá demostrarse que
el profesional ha incurrido en negligencia al no
poner de su parte todo aquello que debía para con-
seguir la curación del animal.

3. La existencia de un nexo causal entre el daño
y/o perjuicio sufrido y la negligencia cometida por
el veterinario.

Anteriormente hemos descrito que la jurispru-
dencia emanada de los Tribunales de Justicia con-
sidera imprescindible la prueba de que el daño y/o
perjuicio causado al paciente o animal, sea conse-
cuencia directa de la conducta inadecuada o negli-
gente del facultativo sanitario para declarar respon-
sabilidad civil. 

El afectado o propietario del animal tiene que
acreditar y probar que el daño producido es debi-
do a la negligencia del veterinario y no como con-
secuencia del proceso de la enfermedad padecida
por el animal. 

El concepto de responsabilidad sanitaria contem-
plado en la Ley General para la Defensa de Consu-
midores y Usuarios (LDCU) difiere del recogido en
el Código Civil pudiendo originar confusión. 

Los artículos 255, 266 y 287 de la LDCU consi-
deran la responsabilidad directa frente al consumi-
dor de los daños y/o perjuicios causados por la anor-
mal actuación de los servicios sanitarios,
instaurando un sistema de responsabilidad objeti-
va, frente al criterio subjetivo de los artículos 1.902
y 1.101 del Código Civil. La responsabilidad con-
tractual u objetiva es aquélla que se genera por la
producción de un daño, aunque el mismo no pueda
imputarse a una culpa o negligencia de un sujeto

determinado, debiéndose probar
sólo el nexo causal. La responsa-
bilidad objetiva establecida por la
LDCU da lugar a la inversión de la
carga de la prueba. La Jurispruden-
cia emanada de la Sala Primera del
Tribunal Supremo descarta toda
clase de responsabilidad más o
menos objetiva en las actuaciones
de carácter sanitario y por tanto,
no se puede aplicar la inversión de
la carga de la prueba admitida para
los daños de otro origen. 

Para que surja la responsabili-
dad contractual es preciso que la
realización del daño acontezca
dentro de lo pactado y como pre-
ciso desarrollo del contenido nego-
cial (STS. 9 de marzo 1983 y 16 de
diciembre 1986). No se admitiría
en los casos en donde la reclama-
ción tiene como objetivo el plan-
tear la restitución de un perjuicio
causado por una circunstancia
que, si bien acontecida en presen-
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cia o en el centro sanitario del veterinario deman-
dado fuera ajena a la actuación profesional enco-
mendada al mismo. 

Hemos descrito anteriormente que el veterina-
rio decide sobre la actuación clínica a seguir en
base a sus conocimientos técnicos. La responsabi-
lidad por negligencia no se debe al resultado, sino
a la correcta aplicación de medios, de tal forma que
no existe culpa aún habiendo un resultado dañoso
sino se prueba la concurrencia de un error o negli-
gencia en su actuación profesional. Por todo ello,
no pueden ser aplicados los artículos 25, 26 y 28
de la LDCU por daño y/o perjuicio por
negligencia profesional.

Como la LDCU, el Real Decreto
109/1995, de 27 de enero sobre Medi-
camentos veterinarios, considera res-
ponsabilidad objetiva en el artículo
948 al veterinario clínico por los efec-
tos que puedan provocar los residuos
de medicamentos en animales de con-
sumo. Esta norma legal no puede modi-
ficar los tres principios que hemos
comentado anteriormente que rigen la
responsabilidad civil de los profesio-
nales veterinarios.

En el desarrollo de la Directiva
85/374 se promulga la Ley 22/94
(modificada por la Ley 14/2000), de
responsabilidad civil por daños causa-
dos por productos defectuosos que, en
su artículo 159, permite la acción de
reclamación.

La Adicional Única de la Ley 22/94
establece que: “El suministrador del
producto defectuoso responderá como
si fuere el fabricante o el importador
cuando haya suministrado el produc-
to a sabiendas de la existencia del
defecto. En ese caso, el suministrador
podrá ejercitar la acción de repetición

contra el fabricante o importador”.
El derecho a la información no debe obviarse

con una posible indemnización. El veterinario es
responsable de la correcta información terapéutica,
de administración y seguimiento de los medicamen-
tos a los propietarios de los animales. La prescrip-
ción, dispensación y supervisión de los distintos
medicamentos no puede ni debe regularse única-
mente por responsabilidad objetiva, sino como ocu-
rre en el ámbito clínico, donde la relación veteri-
nario-propietario del animal es considerada
contractual o negocial.

Esta posibilidad hace
que debamos olvidarnos de
aplicar, en materia de medica-
mentos, la Ley General para la
Defensa de Consumidores y
Usuarios, artículos 25, 26 y 28,
1ª y 2ª, y la Ley 22/1994, de
responsabilidad civil por pro-
ductos defectuosos, e intentar
que al defecto de información,
intencionado o no, se le pueda
aplicar el Código Civil y su teo-
ría de consentimiento nego-
cia l ,  a r t ículos  1 .26110,
1.26211 y 1.26512 y regirse
esta cuestión por el artículo
1.101 del mismo.

El profesional veterinario
ha de soportar el peso de las
posibles reclamaciones indem-
nizatorias de uno a quince años
desde el momento que el daño
se produjo, siempre que no se
interrumpa la prescripción por
alguno de los modos admitidos
en derecho y que la reclama-
ción se ciña a los perjuicios
sufridos como consecuencia
de la negligente o culpable eje-
cución por el profesional
demandado del encargo enco-
mendado.

Así, mientras el artículo
196813 del Código Civil esta-
blece en su apartado 2º que la
acción para exigir la responsa-
bilidad civil por las obligacio-
nes derivadas por culpa o negli-
gencia recogidas en el artículo
1.902 del mismo texto legal
prescriben por el transcurso de
un año desde que se produjo
el daño o lesión objeto de la
reclamación (extracontractual
o subjetiva); el plazo de pres-
cripción de la responsabilidad
civil contractual u objetiva es
de quince años, según así dis-
pone el artículo 1.96414 del
Código Civil.
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En este artículo hemos intentado esclarecer
someramente las encrucijadas normas legales úti-
les en las posibles pero no deseadas reclamaciones
de nuestros clientes en la práctica diaria de la clí-
nica veterinaria.
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Notas

1 Artículo 1101: “Quedan sujetos
a la indemnización de los daños
y perjuicios causados los que en
el cumplimiento de sus obliga-

ciones incurrieren en dolo, negligencia o moro-
sidad, y los que de cualquier modo contravinie-
ren al tenor de aquéllas”.

2 Artículo 1902: “El que por acción u omisión causa
daño a otro, interviniendo culpa o negligencia,
está obligado a reparar el daño causado”.

3 Artículo 10: “Todos tienen los siguientes derechos
con respecto a las distintas administraciones públi-
cas sanitarias:
Al respeto a su personalidad, dignidad humana e
intimidad, sin que pueda ser discriminado por
razones de raza, de tipo social, de sexo, moral,
económico, ideológico, político o sindical.
A la información sobre los servicios sanitarios a
que puede acceder y sobre los requisitos necesa-
rios para su uso.
A la confidencialidad de toda la información rela-
cionada con su proceso y con su estancia en ins-
tituciones sanitarias públicas y privadas que cola-
boren con el sistema público.
A ser advertido de si los procedimientos de pro-
nóstico, diagnóstico y terapéuticos que se le apli-
quen pueden ser utilizados en función de un pro-
yecto docente o de investigación, que, en ningún
caso, podrá comportar peligro adicional para su
salud. En todo caso será imprescindible la previa
autorización, y por escrito, del paciente y la acep-
tación por parte del médico y de la dirección del
correspondiente centro sanitario…...”.

4 Artículo 11: “Serán obligaciones de los ciudada-
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nos con las Instituciones y orga-
nismos del sistema sanitario:
Cumplir las prescripciones gene-
rales de naturaleza sanitaria
comunes a toda la población, así
como las específicas determina-
das por los servicios sanitarios.
Cuidar las instalaciones y cola-
borar en el mantenimiento de la
habitabilidad de las Instituciones
sanitarias.
Responsabilizarse del uso ade-
cuado de las prestaciones ofreci-
das por el sistema sanitario, fun-
damentalmente …”

5 Artículo 25: “El consumidor y el
usuario tienen derecho a ser
indemnizados por los daños y
perjuicios demostrados que el
consumo de bienes o la utiliza-
ción de productos o servicios les
irroguen salvo que aquellos
daños y perjuicios estén causa-
dos por su culpa exclusiva o por
la de las personas de las que deba
responder civilmente”.

6 Artículo 26: “Las acciones u omi-
siones de quienes producen, importan, suminis-
tran o facilitan productos o servicios a los consu-
midores o usuarios, determinantes de daños o
perjuicios a los mismos, darán lugar a la respon-
sabilidad de aquellos, a menos que conste o se
acredite que se han cumplido debidamente las
exigencias y requisitos reglamentariamente esta-
blecidos y los demás cuidados y diligencias que
exige la naturaleza del producto, servicio o acti-
vidad”.

7 Artículo 28: 
1. No obstante lo dispuesto en los artículos ante-

riores, se responderá de los daños originados
en el correcto uso y consumo de bienes y ser-
vicios, cuando por su propia naturaleza o estar
así reglamentariamente establecido, incluyan
necesariamente la garantía de niveles determi-
nados de pureza, eficacia o seguridad, en con-
diciones objetivas de determinación y supon-
gan controles técnicos, profesionales o
sistemáticos de calidad, hasta llegar en debi-
das condiciones al consumidor o usuario.

2. En todo caso, se consideran sometidos a este
régimen de responsabilidad los productos ali-
menticios, los de higiene y limpieza, cosméti-
cos, especialidades y productos farmacéuticos,
servicios sanitarios, de gas y electricidad, elec-
trodomésticos y ascensores, medios de trans-
porte, vehículos a motor y juguetes y produc-
tos dirigidos a los niños.

3. Sin perjuicio de lo establecido en otras dispo-
siciones legales, las responsabilidades deriva-
das de este artículo tendrán como límite la
cuantía de 500 millones de pesetas. Esta can-
tidad deberá ser revisada y actualizada perió-

dicamente por el Gobierno, tenien-
do en cuenta la variación de los
índices de precios al consumo”.
8 Artículo 94. Responsabilidades
del veterinario en ejercicio clínico.
El clínico veterinario asumirá la
responsabilidad plena, tanto sobre
posibles reacciones adversas como
sobre los efectos residuales no pre-
vistos si se trata de animales pro-
ductores de alimentos de consumo
humano, sin perjuicio de que
observe o informe, para el cumpli-
miento de las exigencias e indica-
ciones sobre seguridad bajo las que
están autorizados los medicamen-
tos cuando se acoja a las prerroga-
tivas extraordinarias previstas en el
apartado 1 del artículo 81, o recu-
rra a la asociación de diversos pre-
parados medicamentosos.
9 Artículo 15. Responsabilidad
civil contractual o extracontrac-
tual.
Las acciones reconocidas en esta
Ley no afectan a otros derechos que
el perjudicado pueda tener como

consecuencia de la responsabilidad contractual o
extracontractual del fabricante, importador o de
cualquier otra persona.

10 Artículo 1261: “No hay contrato sino cuando
concurren los requisitos siguientes:
- Consentimiento de los contratantes.
- Objeto cierto que sea materia del contrato.
- Causa de la obligación que se establezca”. 

11 Artículo 1262: “El consentimiento se manifiesta
por el concurso de la oferta y de la aceptación
sobre la cosa y la causa que han de constituir el
contrato.
Hallándose en lugares distintos el que hizo la ofer-
ta y el que la aceptó, hay consentimiento desde
que el oferente conoce la aceptación o desde que,
habiéndosela remitido el aceptante, no pueda
ignorarla sin faltar a la buena fe. El contrato, en
tal caso, se presume celebrado en el lugar en que
se hizo la oferta.
En los contratos celebrados mediante dispositivos
automáticos hay consentimiento desde que se
manifiesta la aceptación”.

12 Artículo 1265: “Será nulo el consentimiento pres-
tado por error, violencia, intimidación o dolo”.

13 Artículo 1968: “Prescriben por el transcurso de
un año: La acción para recobrar o retener la pose-
sión. La acción para exigir la responsabilidad civil
por injuria o calumnia, y por las obligaciones deri-
vadas de la culpa o negligencia de que se trata en
el artículo 1.902, desde que lo supo el agravia-
do”.

14 Artículo 1964: “La acción hipotecaria prescribe
a los veinte años, y las personales que no tengan
señalado término especial de prescripción a los
quince”.
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